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“Por favor no más, me ahogo” gritaba el abogado Javier Ordóñez mientras la policía de 
Bogotá lo electrocutaba. Esto sucedió en medio de una calle de Bogotá el 9 de septiembre del 
año en curso, horas después fue asesinado a golpes por varios efectivos de la fuerza en una 
estación de policía. Este hecho, sin duda, constituye un delito grave, puesto que la agresión no 
solo va dirigida contra el abogado, sino contra toda la población civil atiborrada de desconten-
to y frustración, frente a un gobierno que afianza su política militarista y que favorece una 
agenda política y económica en detrimento del País. En consecuencia a esto, la ciudadanía 
salió con fuerza a manifestarse en contra de la violencia policial -que actúa cual banda criminal- 
en Bogotá y varias partes del país, donde las prácticas de represión y coacción de estas fuerzas 
públicas de seguridad dejó un saldo de 14 muertos. Ante estas circunstancias de violencia 
generada por parte de los organismos de seguridad y control del Estado, retomamos el grito 
de auxilio de Javier: “¡No más!”
 
La sociedad colombiana se ahoga entonces en un nuevo ciclo de violencia colectiva con el 
fortalecimiento de las estructuras paramilitares y su estrecha relación con algunos sectores 
políticos. Esta dupla aumenta las masacres en la Colombia rural y también en las grandes 
metrópolis como Cali, Bogotá y Medellín, donde las circunstancias violentas configuran unas 
geografías de odio y confrontación, que se reflejan en el abuso policial contra la juventud, las 
mujeres, las niñas, los niños, adultos mayores y la sociedad en conjunto. Además de esto, la 
situación tiene como agravante la ruptura de diálogos con el ELN y el poco compromiso del 
Gobierno por cumplir con lo pactado en la Habana, haciendo que la paz no solo esté aún 
incompleta, sino que se haga cada vez más esquiva. Ejemplo de ello son las recientes masacres 
sucedidas en varias ciudades del país donde las víctimas fueron en su mayoría los y las jóvenes 
de estos territorios. 

Desde la Asociación Colombiana de Sociología hacemos un llamado urgente al país para que 
nos unamos en defensa de la vida, la paz y la democracia. Por esto manifestamos: 

1. Apoyar y defender a la juventud en los justos reclamos que dieron vida a la movilización 
iniciada el 9 de septiembre del año en curso. Estos jóvenes crecieron con la ilusión de un país 
en paz, con la promesa de superar los años de guerra y la represión estatal que caracterizaron 
a más de cuatro generaciones pasadas. Quienes están en las calles, configuran la generación 
de la esperanza y es admirable que rechacen con todas sus energías la violencia policial, las 
masacres y los asesinatos de líderes sociales que azotan al país. Apoyamos las movilizaciones 
que han llenado de vida y esperanza a la nación en los últimos años, incluyendo la histórica 
jornada del 21 de noviembre de 2019. En esta nueva lucha por la democracia no están solos.

“Por favor no más” 
Cese a la violencia policial, las masacres, los asesinatos a los y las 
líderes sociales, a los jóvenes y a la sociedad civil en Colombia.

2. Hacemos un llamado a los medios de comunicación colombianos, a no estigmatizar a los 
jóvenes. Ellos no son vándalos, ni delincuentes. Son ciudadanos que hacen uso del legítimo 
derecho a la protesta. No se puede equiparar la protesta social con los actos de violencia 
policial, paramilitar o insurgente, esas falsas equivalencias generan más violencia. 

3. Exhortamos al gobierno nacional, como al partido de gobierno, a no usar la retórica de 
guerra. Los manifestantes no son parte de un bando en una contienda militar. Les recorda-
mos que los momentos más trágicos de la historia nacional han estado ambientados con pala-
bras bélicas. Las cuales se replicaron en acciones violentas por diferentes actores armados. 

4. Le exigimos al gobierno nacional que implemente los acuerdos de paz. Este nuevo ciclo de 
violencia a nivel rural y urbana responde a la no aplicación de estos acuerdos. 

5. Le exigimos al gobierno nacional que ordene de manera inmediata a la policía detener la 
violencia contra la ciudadanía en general. La Policía no debe disparar indiscriminadamente 
sobre la sociedad civil. Estos actos no solo acaban con la vida de decenas de jóvenes, sino que 
también engendran un Estado autoritario. Así mismo, exigimos que se ordene a la Policía respe-
tar las autoridades civiles legítimamente elegidas como alcaldes, puesto que el cuerpo policial 
ha minado esta autoridad en ciudades como Bogotá. 

6. Le exigimos a la Procuraduría, Fiscalía y a la administración de justicia que asuman de inme-
diato la investigación de estos hechos. Además, exigimos sancionar a los responsables y esta-
blecer la verdad que permita responder la siguiente pregunta: ¿quién dio la orden para dispa-
rar a los manifestantes? Estos abusos no pueden estar en el orden de la justicia penal militar, 
deben pasar de inmediato a la justicia ordinaria. 

7. Convocamos a la sociedad civil y a la academia a impulsar una reforma estructural de la Policía 
Nacional. Esta reforma debe incluir, como mínimo: 

i. Transferir a la Policía al Ministerio del Interior.
ii. Trasladar las investigaciones judiciales de la justicia penal militar a la ordinaria.
iii. Cambiar la doctrina de la “seguridad nacional”, que considera a los manifestantes 
enemigos internos, a una centrada en la protección de la ciudadanía y en la prevención 
de la violencia. 

8. Finalmente, hacemos un llamado a las organizaciones de la sociedad civil, a los y las profesio-
nales de diversas disciplinas, trabajadores, indígenas, afrodescendientes, campesinos, mujeres, 
y a los movimientos de la diversidad sexual, ambientales y de jóvenes, a una confluencia urgente 
en defensa de la vida contra la brutalidad policiaca y por la implementación efectiva de los 
acuerdos de paz. Así mismo, exhortamos a las asociaciones de profesionales y a los movimientos 
sociales a nivel internacional a solidarizarse con la juventud colombiana en esta lucha contra la 
violencia policial y paramilitar. 
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recordamos que los momentos más trágicos de nuestra historia nacional han estado ambienta-
dos de palabras bélicas desde el poder civil que se replican en acciones violentas por diferentes 
actores armados.
 
4. Le exigimos al gobierno nacional que implemente los acuerdos de paz, el nuevo ciclo de violen-
cia a nivel rural se debe a la no aplicación de estos acuerdos. Le exigimos al gobierno nacional que 
de la orden inmediata a la policía de detener la violencia contra los jóvenes y la ciudadanía en 
general, que no disparen a diestra y siniestra, esos actos no solo acaban con la vida de decenas de 
jóvenes, sino que engendran un Estado autoritario.

5. Convocamos a la sociedad civil y a la academia a impulsar una reforma estructural de la policía 
nacional que debe incluir como mínimo: i. Transferir la policía al ministerio del interior; ii. Trasladar 
las investigaciones judiciales a la justicia penal militar a la ordinaria iii. Cambiar la doctrina de la 
“seguridad nacional” que considera a los manifestantes como enemigos internos, a una perspecti-
va centrada en la protección de la ciudadanía y en la prevención de la violencia. 

6. Finalmente, llamamos a las organizaciones de la sociedad civil, a los y las profesionales, trabaja-
dores, indígenas, afrodescendientes, campesinos, mujeres y a los movimientos de la diversidad 

-
lidad policiaca y por la implementación efectiva de los acuerdos de paz. Así mismo exhortamos a 
las asociaciones profesionales y a los movimientos sociales a nivel internacional a solidarizarse 
con la juventud colombiana en esta lucha contra la violencia policial y paramilitar. 

Bogotá, 12 de septiembre de 2020 
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“Por favor no más, me ahogo” gritaba el abogado Javier Ordóñez mientras la policía de 
Bogotá lo electrocutaba. Esto sucedió en medio de una calle de Bogotá el 9 de septiembre del 
año en curso, horas después fue asesinado a golpes por varios efectivos de la fuerza en una 
estación de policía. Este hecho, sin duda, constituye un delito grave, puesto que la agresión no 
solo va dirigida contra el abogado, sino contra toda la población civil atiborrada de desconten-
to y frustración, frente a un gobierno que afianza su política militarista y que favorece una 
agenda política y económica en detrimento del País. En consecuencia a esto, la ciudadanía 
salió con fuerza a manifestarse en contra de la violencia policial -que actúa cual banda criminal- 
en Bogotá y varias partes del país, donde las prácticas de represión y coacción de estas fuerzas 
públicas de seguridad dejó un saldo de 14 muertos. Ante estas circunstancias de violencia 
generada por parte de los organismos de seguridad y control del Estado, retomamos el grito 
de auxilio de Javier: “¡No más!”
 
La sociedad colombiana se ahoga entonces en un nuevo ciclo de violencia colectiva con el 
fortalecimiento de las estructuras paramilitares y su estrecha relación con algunos sectores 
políticos. Esta dupla aumenta las masacres en la Colombia rural y también en las grandes 
metrópolis como Cali, Bogotá y Medellín, donde las circunstancias violentas configuran unas 
geografías de odio y confrontación, que se reflejan en el abuso policial contra la juventud, las 
mujeres, las niñas, los niños, adultos mayores y la sociedad en conjunto. Además de esto, la 
situación tiene como agravante la ruptura de diálogos con el ELN y el poco compromiso del 
Gobierno por cumplir con lo pactado en la Habana, haciendo que la paz no solo esté aún 
incompleta, sino que se haga cada vez más esquiva. Ejemplo de ello son las recientes masacres 
sucedidas en varias ciudades del país donde las víctimas fueron en su mayoría los y las jóvenes 
de estos territorios. 

Desde la Asociación Colombiana de Sociología hacemos un llamado urgente al país para que 
nos unamos en defensa de la vida, la paz y la democracia. Por esto manifestamos: 

1. Apoyar y defender a la juventud en los justos reclamos que dieron vida a la movilización 
iniciada el 9 de septiembre del año en curso. Estos jóvenes crecieron con la ilusión de un país 
en paz, con la promesa de superar los años de guerra y la represión estatal que caracterizaron 
a más de cuatro generaciones pasadas. Quienes están en las calles, configuran la generación 
de la esperanza y es admirable que rechacen con todas sus energías la violencia policial, las 
masacres y los asesinatos de líderes sociales que azotan al país. Apoyamos las movilizaciones 
que han llenado de vida y esperanza a la nación en los últimos años, incluyendo la histórica 
jornada del 21 de noviembre de 2019. En esta nueva lucha por la democracia no están solos.
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2. Hacemos un llamado a los medios de comunicación colombianos, a no estigmatizar a los 
jóvenes. Ellos no son vándalos, ni delincuentes. Son ciudadanos que hacen uso del legítimo 
derecho a la protesta. No se puede equiparar la protesta social con los actos de violencia 
policial, paramilitar o insurgente, esas falsas equivalencias generan más violencia. 

3. Exhortamos al gobierno nacional, como al partido de gobierno, a no usar la retórica de 
guerra. Los manifestantes no son parte de un bando en una contienda militar. Les recorda-
mos que los momentos más trágicos de la historia nacional han estado ambientados con pala-
bras bélicas. Las cuales se replicaron en acciones violentas por diferentes actores armados. 

4. Le exigimos al gobierno nacional que implemente los acuerdos de paz. Este nuevo ciclo de 
violencia a nivel rural y urbana responde a la no aplicación de estos acuerdos. 

5. Le exigimos al gobierno nacional que ordene de manera inmediata a la policía detener la 
violencia contra la ciudadanía en general. La Policía no debe disparar indiscriminadamente 
sobre la sociedad civil. Estos actos no solo acaban con la vida de decenas de jóvenes, sino que 
también engendran un Estado autoritario. Así mismo, exigimos que se ordene a la Policía respe-
tar las autoridades civiles legítimamente elegidas como alcaldes, puesto que el cuerpo policial 
ha minado esta autoridad en ciudades como Bogotá. 

6. Le exigimos a la Procuraduría, Fiscalía y a la administración de justicia que asuman de inme-
diato la investigación de estos hechos. Además, exigimos sancionar a los responsables y esta-
blecer la verdad que permita responder la siguiente pregunta: ¿quién dio la orden para dispa-
rar a los manifestantes? Estos abusos no pueden estar en el orden de la justicia penal militar, 
deben pasar de inmediato a la justicia ordinaria. 

7. Convocamos a la sociedad civil y a la academia a impulsar una reforma estructural de la Policía 
Nacional. Esta reforma debe incluir, como mínimo: 

i. Transferir a la Policía al Ministerio del Interior.
ii. Trasladar las investigaciones judiciales de la justicia penal militar a la ordinaria.
iii. Cambiar la doctrina de la “seguridad nacional”, que considera a los manifestantes 
enemigos internos, a una centrada en la protección de la ciudadanía y en la prevención 
de la violencia. 

8. Finalmente, hacemos un llamado a las organizaciones de la sociedad civil, a los y las profesio-
nales de diversas disciplinas, trabajadores, indígenas, afrodescendientes, campesinos, mujeres, 
y a los movimientos de la diversidad sexual, ambientales y de jóvenes, a una confluencia urgente 
en defensa de la vida contra la brutalidad policiaca y por la implementación efectiva de los 
acuerdos de paz. Así mismo, exhortamos a las asociaciones de profesionales y a los movimientos 
sociales a nivel internacional a solidarizarse con la juventud colombiana en esta lucha contra la 
violencia policial y paramilitar. 

Bogotá, 13 de septiembre de 2020. 
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